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TEXTO COMPLETO: 

Buenos Aires, octubre 2 de 2006. 

Resulta: 1°) Que con fecha 6 de diciembre de 2005 la Sala I de la Cámara Federal de Apelaciones de Bahía Blanca decidió revocar el auto de procesamiento de Raúl Florido dictado por el titular del Juzgado Federal N° 2 de la misma ciudad en orden al delito de evasión simple — art. 1° de la ley 24.769—  (fs. 1/3 y 15/16). 

Contra esa decisión interpuso recurso de casación el Fiscal General doctor Hugo Omar Cañón, cuyo rechazo motivó la queja a la que se hizo lugar a fs. 29/30 (fs. 17/20, 22 y 23/27). 

2°) Que el recurrente invoca la errónea aplicación de la ley 11.683 y, asimismo, la doctrina de la arbitrariedad, al entender que no existe una visible colisión entre el deber de colaboración del contribuyente y la cláusula constitucional consistente en que nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo. Ello debido a que esta última implica que una persona no puede efectuar manifestaciones o aportar elementos de prueba que importen su propia incriminación, situación que no acontece en el procedimiento administrativo de inspección tributaria ya que la información requerida al contribuyente es únicamente a los fines de que sea posible la determinación exacta de la percepción de los tributos. Es decir, no se pretende que confiese la comisión de infracciones tributarias sino que cumpla con los deberes de colaboración legalmente impuestos para el correcto desenvolvimiento del sistema tributario. 

Agrega que no resulta razonable que para la formulación de la denuncia penal — y con el objeto de garantizar plenamente el legítimo ejercicio del derecho de defensa en sede administrativa—  sea un requisito ineludible la determinación de oficio de la deuda y que luego se sentencie que el fundamento de dicho acto no puede ser considerado válido a los fines del proceso penal. 

Por ende, concluye en que los datos recogidos en el cauce de un procedimiento administrativo de verificación y fiscalización, a partir de facultades tasadas en cuanto a su contenido y finalidad, no constituyen actividad destinada a compeler al contribuyente a autoincriminarse ni tampoco importan obligarlo a aportar prueba respecto de un hecho ilícito. 

3°) Que el señor fiscal general ante la instancia también considera que la información aportada por el contribuyente al organismo recaudador para la determinación de la deuda tributaria, puede ser incorporada válidamente como prueba de cargo en el marco de un proceso penal sin que se vulnere garantía constitucional alguna. En virtud de ello, solicita que se haga lugar al recurso de casación interpuesto y, en consecuencia, que se confirme el procesamiento de Raúl Florido por encontrárselo autor prima facie responsable del delito de evasión simple — art. 465, primera parte, del C.P.P.N.—  (fs. 47/50). 

4°) Que superada la etapa prevista en el art. 468 del Código Procesal Penal de la Nación, tras deliberar — art. 469 del mismo cuerpo legal—  y sometido el recurso a consideración del Tribunal, se plantearon y votaron por unanimidad las cuestiones. 

1ª ¿Vulnera la garantía constitucional de la no autoincriminación coactiva la información aportada por el contribuyente durante el procedimiento administrativo de inspección tributaria? 2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde adoptar?. 

1ª Cuestión. —  La Sala I de la Cámara Federal de Apelaciones de Bahía Blanca consideró como contraria al derecho de no declarar contra sí mismo la utilización de las pruebas suministradas por el contribuyente — bajo pena de sanción—  en el procedimiento administrativo de verificación y fiscalización del debido cumplimiento de las obligaciones tributarias — efectuado con apoyo en el deber de colaboración, sin que se hayan observado los principios del derecho penal— , en un proceso sancionador y judicial posterior donde el fundamento de la acusación fueran aquellas pruebas. En función de ello es que, al decidir la exclusión de las probanzas provenientes del organismo recaudador como elementos. de cargo por entender que se encontraban viciadas de inoficiosidad, toda vez que fueron obtenidas en violación de un precepto constitucional — y también de todas las que se originaron en ellas por constituir el único cauce de investigación— , resolvió revocar el procesamiento de Raúl Florido en orden al delito de evasión simple — art. 1° de la ley 24.769—  (fs. 15/16). 

I.- Antes que nada, deviene necesario realizar una breve consideración general en relación a la concepción del impuesto como un elemento esencial para la existencia misma del Estado y el logro de sus fines. 

La propia Constitución Nacional impone el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos al disponer, en su artículo 4°, que "El gobierno federal provee a los gastos de la Nación con los fondos del Tesoro nacional formado del producto de derechos de importación y exportación, del de la venta o locación de tierras de propiedad nacional, de la renta de Correos, de las demás contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población imponga el Congreso General...". 

Para los ciudadanos este mandato constitucional implica una situación de sujeción y de colaboración con la Administración tributaria en orden al sostenimiento de los gastos públicos cuyo indiscutible y esencial interés público justifica la imposición de (imitaciones legales al ejercicio de los derechos constitucionales. Es que, como es bien sabido, "la Carta Magna no consagra derechos absolutos, de modo tal que los derechos y garantías que allí se reconocen, se ejercen con arreglo a las leyes que reglamentan su ejercicio" — Fallos 304:319, 1524; 314:1376; en igual sentido, esta Sala, más recientemente en causa n° 7074 "Gaviña Naon, M.M. s/ rec. de casación", reg. n° 9043, rta. el 15/6/06, entre muchas otras— . 

Y para los poderes públicos este deber constitucional comporta también exigencias y potestades específicas en orden a la efectividad de su cumplimiento por los contribuyentes. Como bien sostiene el Tribunal Constitucional Español, resulta imprescindible "...la actividad inspectora y comprobatoria de la Administración tributaria, ya que de otro modo se produciría una distribución injusta en la carga fiscal, pues lo que unos no paguen debiendo pagar, lo tendrán que pagar otros con más espíritu cívico o con menos posibilidades de defraudar; de ahí la necesidad y la justificación de una actividad inspectora especialmente vigilante y eficaz, aunque pueda resultar a veces incómoda y molesta (STC 110/1984, fundamento jurídico 3°)." — STC 76/1990— . 

En similar sentido se ha pronunciado nuestro más Alto Tribunal al decir que el fin perseguido por la ley fiscal no es sólo la recaudación, sino que dicha ley "se inscribe en un marco jurídico general, de amplio y reconocido contenido social, en el que la sujeción de los particulares a los reglamentos fiscales constituye el núcleo sobre el que gira todo el sistema económico y de circulación de bienes" — Fallos 314:1376— . Es que "...el cumplimiento de los deberes formales constituye el marco adecuado en el que deben desenvolverse las relaciones económicas y de mercado. Las exigencias se establecen para garantizar la igualdad tributaria, desde que permiten determinar no tan sólo la capacidad contributiva del responsable, sino también ejercer el debido control del circuito económico en que circulan los bienes" — Fallos 316:687— . Ello por cuanto "la tan mentada equidad tributaria se tornaría ilusoria de no mediar, al menos, el cumplimiento de los deberes formales establecidos en cabeza de quienes tengan responsabilidad impositiva ya que resulta un hecho notorio la situación en que se encuentran aquéllos que en el ejercicio de sus actividades cumplen con los recaudos que las leyes y los reglamento) les imponen, frente a otros que operan en los circuitos económicos informales y de creciente marginalidad" — Fallos 325:669— . 

De las reflexiones formuladas se sigue que la lucha contra el fraude fiscal es un fin y un mandato que la Constitución impone a todos los poderes públicos, especialmente al legislador y a los órganos de la Administración tributaria. Para un Estado democrático de Derecho su actividad tributaria es el instrumento de un orden social y económico más justo que posibilita que se atienda las necesidades de todos y no de unos pocos. Es que, como lo sostiene Tiedemann, desde la perspectiva económica la administración pública actúa esencialmente con ayuda del dinero recaudado por los impuestos, el que no es patrimonio del Estado sino meramente patrimonio circulante y consumible cuya utilización está fijada en el presupuesto y sus planes y regida por determinados principios, como el de máxima rentabilidad — Klaus Tiedemann, "Poder económico y delito", Ariel, Barcelona, 1985, p. 98— . 

Por ello es que el legislador debe "habilitar las potestades o los instrumentos jurídicos que sean necesarios y adecuados para que, dentro del respeto debido a los principios y derechos constitucionales, la Administración esté en condiciones de hacer efectivo el cobro de las deudas tributarias, sancionando en su caso los incumplimientos de las obligaciones que correspondan a los contribuyentes o las infracciones cometidas por quienes están sujetos a las normas tributarias" — STC 76/1990— . 

Porque "...frente a los mentados valores de solidaridad — que se traducen en el logro de legítimos recursos económicos que permitan concretar el bien común de toda una sociedad—  resulta errónea una concepción de la libertad que la mantenga aislada del cumplimiento de aquellas obligaciones que atiendan al respeto de los derechos de la comunidad y de la finalidad ética que sustenta al Estado; postulados que se convierten de imposible cumplimiento cuando el trabajo se manifiesta aislado dentro del cuerpo social que torna posible su accionar — e insensible a sus necesidades generales— , debido a la evasión deliberada de aquellas obligaciones sociales comunes, como son las de naturaleza tributaria" — Fallos 314:1376— . 

II.- Sentado lo anterior — y con su guía—  corresponde examinar específicamente si la información brindada por el contribuyente en el contexto de un proceso administrativo de verificación y fiscalización afecta la garantía que prohíbe la declaración coactiva contra uno mismo tutelada en el art. 18 de la Constitución Nacional. 

Para ello es preciso efectuar un examen minucioso del expediente administrativo que corre por cuerda, en el cual obran las siguientes actuaciones; a saber: formulario F8000 por medio del cual se dispuso efectuar la fiscalización al contribuyente Raúl Florido (fs. 2); acta de inicio de inspección, en la cual consta que Florido mencionó la existencia de tres cuentas corrientes en pesos, dos de ellas en el Banco Credicoop y la restante en la Banca Nazionale del Lavoro (fs. 3); requerimiento de documentación a Florido (fs. 4); Florido aporta documentación (fs 5/43); la AFIP solicita a la Banca Nazionale del Lavoro el detalle de las cuentas bancarias de Florido — y los resúmenes correspondientes—  en el período comprendido entre enero '98 y junio '2000 (fs. 44); respuesta de la Banca Nazionale del Lavoro — Florido posee una cuenta corriente en pesos—  (fs. 45/65); la AFIP solicita al Banco Credicoop el detalle de las cuentas bancarias de Florido — y los resúmenes correspondientes—  en el período comprendido entre enero'98 y junio'2000 (fs. 66); respuesta del Banco Credicoop — Florido posee dos cuentas corrientes en pesos y una caja de ahorro en dólares—  (fs. 67/185); copia del contrato social de la sociedad colectiva "Amarradores del Pto. De Ba. Blanca" (fs. 186/194); listado de movimientos de una de las cuentas del Banco Credicoop aportado por Florido (fs. 195/204); detalle de acreditaciones y requerimiento a Florido para que efectúe las depuraciones correspondientes (fs. 205/206); AFIP reitera pedido de información al Banco Credicoop (fs. 207); respuesta del Banco Credicoop (fs. 208/213); acta labrada en ocasión de la comparecencia de Florido ante la AFIP, oportunidad en que respondió preguntas y aportó documentación en respuesta al requerimiento de fs. 205/206 (fs. 215/216 y 217/276); detalle de las depuraciones admitidas por la inspección (fs. 277); requerimiento de puesta a consideración de las acreditaciones bancarias y de la proyección de la Declaración Jurada Rectificativa del Impuesto a las Ganancias correspondiente al período fiscal año 1999 y determinación del saldo a ingresar (fs. 278/280); informe final de inspección (fs. 282/286); cuestionario guía para actuaciones no conformadas (fs. 287/291); planilla de recaudación (fs. 292); informe complementario (fs. 303) en el que se hace saber a la Jefatura de las nuevas depuraciones admitidas (fs. 299), la nueva determinación de ingresos omitidos (fs. 300), la nueva proyección de la DD.JJ Rectificativa de Ganancias PF año'99 (fs. 301) y la nueva planilla de recaudación (fs. 302); resolución de inicio del procedimiento de 

determinación de oficio (fs. 306/311); detalle de acreditaciones en cuentas bancarias a nombre de Florido (fs. 312/315); descargo de Florido, al cual adjunta copia de su declaración jurada rectificativa y de la documentación de respaldo (fs. 323/381); documentación adicional aportada por Florido (fs. 382/417); informe de la División Técnico Jurídica de la AFIP en el cual se estima procedente continuar con el procedimiento de Determinación de oficio (418/424); Dictamen N° 1199/2001 del Servicio Jurídico de la AFIP en el cual se establece que corresponde proseguir con el trámite de la determinación de oficio iniciada (479/481); y, finalmente, la resolución por medio de la cual se determina de oficio la materia imponible correspondiente al impuesto a las ganancias del período fiscal 1999 del contribuyente Raúl Florido. 

Asimismo, es del caso mencionar que la verificación cuestionada tuvo su origen, en primer término, a raíz de la información obtenida de la Base Fisco - Siter Secreto Financiero (Cuentas Corrientes, Cajas de Ahorro, etc.) debido a los importantes montos de acreditaciones bancarias y, en segundo término, como consecuencia de la fiscalización realizada a una firma de la zona, la cual concluyó con la impugnación de algunas operaciones de compras y gastos respaldadas con documentación apócrifa, y en la que se comprobó que Raúl Florido resultó beneficiario del cobro de algunos de los cheques que la firma fiscalizada informó como medios de pago utilizados para la cancelación de los comprobantes impugnados (cfr. fs. 282/286 del expediente administrativo). 

El examen de la documentación detallada precedentemente sumado a lo expresado en el acápite I demuestran con meridiana claridad que el presente recurso habrá de prosperar. 

Ello por cuanto la aportación o exhibición de documentos contables no puede considerarse como una colaboración equiparable a la "declaración" a la que hace referencia el artículo 18 de la Constitución Nacional, ya que el contribuyente no formula una declaración en la que admite su culpabilidad — STC 76/1990— . 

Como ya fue dicho por esta Sala, se trata de aportes efectuados por el propio contribuyente como medios para determinar el impuesto, no su omisión o evasión — causa n° 5040 "Lheritier, M.A. s/ rec. de casación", reg. n° 6833, rta. el 7/7/04— . 

La actividad fiscalizadora de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) tiene por finalidad verificar la situación impositiva de los contribuyentes y demás responsables — art. 33 y cctes. de la ley 11.683— . Esta actividad investigadora puede conducir, en efecto, a la obtención de elementos probatorios de que el contribuyente ha defraudado al Fisco, pero es evidente que con ello no se está exigiendo a aquél la difícil prueba de su inocencia, ya que lo único que se le impone es el deber de aportar los datos que puedan ayudar a la investigación — STC 110/1984— , los que, por otra parte, podrían ser conseguidos sin su colaboración, a través de un allanamiento.  

En esta inteligencia resulta evidente, tal cual lo viene sosteniendo la Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico en numerosos precedentes, que el resguardo de no verse obligado a declarar contra sí mismo no puede ser invocado cuando las manifestaciones o exhibiciones de libros o documentos son requeridas en ejercicio de atribuciones conferidas por la ley — cfr. causa n° 1569/02 "Seven Seas s/inf. Ley 24.769", rta. el 14/12/03— . Máxime cuando el cumplimiento de los extremos formales establecidos en las normas tributarias constituye "el instrumento que ha considerado el legislador para aproximarse al marco adecuado en el que deben desenvolverse las relaciones económicas y de mercado" — Fallos 320:1221— . 

Es que, como acertadamente tiene dicho la Corte Suprema de los Estados Unidos, los límites constitucionales a que los deben ajustarse las normas legales que obligan a llevar registros y permitir inspecciones de órganos administrativos no entran en juego cuando — como en este caso—  hay una clara relación entre la actividad económica reglamentada y el interés público — cfr. "Shapiro vs. United States", 335, U.S. 1, 1948— . 

Por todo ello, sólo cabe responder negativamente a este interrogante que se ha planteado la Sala. 

2ª Cuestión. —  En atención a lo expuesto en el tratamiento de la cuestión precedente y a lo dispuesto por el art. 471 del código instrumental, corresponde anular la resolución de fs. 15/16, sin costas, y ordenar la remisión del proceso al tribunal a quo para que, por intermedio de quien corresponda, se resuelva la apelación del auto de procesamiento interpuesta por la defensa del imputado Florido, de conformidad con lo aquí decidido en relación al alcance de la garantía constitucional contra la autoincriminación coactiva — arts. 530 y 531 del C.P.P.N.— . 

Por ello, y en mérito al acuerdo que antecede, el tribunal resuelve: Anular la resolución de fs. 15/16, sin costas, y ordenar la remisión del proceso al tribunal a quo para que, por intermedio de quien corresponda, se resuelva la apelación del auto de procesamiento de conformidad con lo aquí decidido en cuanto al alcance de la garantía constitucional contra la autoincriminación coactiva — arts. 471, 530 y 531 del C.P.P.N.— . —  Liliana E. Catucci. —  Raúl Madueño. —  Alfredo H. Bisordi. 
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